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I. Introducción

El artículo 68 de la Convención Americana de Derechos Huma-
nos (CADH) establece que “Los Estados Partes en la Convención 
se comprometen a cumplir la decisión de la Corte en todo caso 
en que sean partes”.
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No obstante, según el Informe Anual de la Corte Interame-
ricana de Derechos Humanos (Corte IDH) correspondiente al 
2023, de los 435 casos contenciosos sometidos a su jurisdicción, 
295 se encontraban pendientes de cumplimiento.1 A ello se aña-
de que, ante los incumplimientos sistemáticos (backlash) por 
parte de ciertos Estados, en 21 casos contenciosos la Corte IDH 
aplicó la garantía colectiva del artículo 65 de la CADH sin recibir 
una respuesta efectiva por parte de la Asamblea General de la 
Organización de los Estados Americanos.

Lamentablemente, el backlash ha sido una tendencia en au-
mento a partir del año 2011 como lo exponen los casos de Ve-
nezuela, Haití, Guatemala, República Dominicana y los recientes 
casos de Perú y Nicaragua. A ello se añade el deterioro “continuo 
y sistemático” de la democracia en Latinoamérica.2 

En el referido marco, la Corte IDH ha asumido una posición 
“estratégica” en el ejercicio de su rol interpretativo que ha sido 
decisiva para hacer efectivo el “compromiso” de los Estados de 
cumplir con sus resoluciones, conforme lo prevé el artículo 68 
de la CADH. 

De esa forma, la Corte IDH dio un paso significativo en el 
caso Baena al reconocer que la ejecución de las sentencias intera-
mericanas es “parte integrante” del derecho de acceso a la justicia 
internacional. Bajo este entendimiento, elevó el rango de protec-
ción convencional de la ejecución como un derecho sustantivo y 
no meramente como una norma procesal.

La vértebra de la jurisprudencia interamericana radica en el 
derecho a la protección judicial del artículo 25 de la CADH en 
interrelación con la obligación general de garantía del artículo 
1, la cláusula de efectividad prevista en el artículo 2 y las ga-
rantías del debido proceso del art. 8 de la CADH. Esta herme-
néutica integradora reforzó y amplió la tutela judicial efectiva 
como norma del ius cogens que acarrea obligaciones erga omnes 
de protección.

1	 Corte IDh. Informe Anual de la Corte Interamericana de Derechos Huma-
nos, 2023, pp. 51 y 80.

2	 Informe de Latinobarómetro, 2023, p. 1
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Ahora bien, la Corte no ha sido clara en cuanto al conteni-
do de la dimensión sustantiva de la ejecución y los presupuestos 
normativos que dan origen a la responsabilidad internacional, 
cuestiones, ambas, indispensables para dar mayor especificidad 
a la obligación jurídica internacional y, consiguientemente, las 
consecuencias jurídicas de la conducta ilegitima estatal. Estos son 
los aspectos que intentaremos abordar en el presente artículo. 

II. La tutela ejecutiva: un derecho  
convencional autónomo

Ya en 1997 el juez de la Corte IDH, Antonio Cançado Trindade, 
apuntaba que a la “obligación del Estado demandado de cumplir 
con el fallo de la Corte” corresponde el “derecho del individuo 
demandante de requerir que el fallo sea cumplido”.3 Para dar sus-
tento a su posición, apelaba a una hermenéutica integradora (HI) 
de la CADH al señalar que:

Los artículos 25 y 1(1) de la Convención se refuerzan mutua-
mente, en el sentido de asegurar el cumplimiento de uno y de  
otro en el ámbito del derecho interno [...]. En la hipótesis  
de supuestos obstáculos de derecho interno, entra en operación 
el artículo 2 de la Convención, que requiere la armonización 
con esta del derecho interno de los Estados Partes.  Estos últi-
mos se encuentran obligados, por los artículos 25 y 1(1) de la 
Convención, a establecer un sistema de recursos internos sen-
cillos y rápidos, y a dar aplicación efectiva a los mismos.  Si de 
facto no lo hacen, debido a supuestas lagunas o insuficiencias 
del derecho interno, incurren en violación de los artículos 25, 
1(1) y 2 de la Convención.4 

La HI es receptada por la Corte IDH a partir del año 1999 
en los casos Del Caracazo (1999), Cesti Hurtado (1999), Suarez 
Roseró (1999) y Godínez Cruz Blake (1999). Bajo ese enfoque, se 
proclama la “autonomía” del artículo 25 por cuanto el derecho 

3	 Corte IDH. Caso Genie Lacayo vs. Nicaragua. Solicitud de Revisión de la Sen-
tencia de Fondo, Reparaciones y Costas. Resolución de 13 de septiembre de 
1997. Serie C, núm. 45, párr. 26, voto disidente juez Cançado Trindade.

4	 Ibidem, párrs. 21 y 24, el resaltado nos pertenece.
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a la prestación jurisdiccional implica un verdadero “derecho al 
Derecho”.5 

Como ya adelantamos, en el caso Baena en el 2003 la Corte 
dio un paso significativo al reconocer que la ejecución es “parte 
integrante” del derecho de acceso a la justicia en sentido amplio; 
consideración que incumbe al ámbito doméstico y al proceso in-
ternacional. 

Si bien con carácter previo, en el caso Cinco Pensionistas 
(2003), la Corte ya había reconocido que la protección judicial 
incumbe, también, el efectivo cumplimiento de las sentencias, en 
el precedente Baena se explayó en las consecuencias que derivan 
de su incumplimiento al afirmar que, si el Estado no cumple las 
medidas de reparación dispuestas por la Corte IDH con motivo 
de esa responsabilidad, nace una “relación jurídica nueva” que 
consiste en la “obligación de reparar”.6 

Bajo ese reconocimiento, la Corte elevó el rango de protec-
ción convencional de la ejecución atendiendo a su función “so-
cial” que influye directamente en la aplicación del derecho “sus-
tantivo”.7 Ello presupone la existencia de un verdadero “derecho 
subjetivo público a la tutela jurisdiccional“ con contenido propio 
y, por consiguiente, “autónomo”.8 

En esa línea, De la Oliva distingue dentro del derecho a la 
tutela jurisdiccional la “tutela declarativa” y la “tutela ejecutiva”;9 

5	 Corte IDH. Caso Cinco Pensionistas vs. Perú. Fondo, Reparaciones y Costas. 
Sentencia de 28 de febrero de 2003. Serie C, núm. 98, párrs. 1 y 2, voto 
concurrente del juez Cançado Trindade.

6	 Corte IDH. Caso Baena Ricardo y otros vs. Panamá. Competencia. Sentencia 
de 28 de noviembre de 2003. Serie C, núm. 104, párr. 83.

7	 Cappelletti, M. y Bryant, G., El acceso a la justicia, Buenos Aires, Colegio de 
Abogados del Departamento Judicial de La Plata, 1983, p. 22.

8	 Oliva Santos, A. de la, “Conceptos fundamentales de la ejecución forzosa 
civil”, Constitución, derecho y proceso. Estudios en memoria de los profeso-
res Vicente Herce Quemada y Ángel Duque Barragues, España, Cometa S.A., 
1983, pp. 606 y 607.

9	 Oliva Santos, A. de la, Díez-Picazo Giménez, I. y Vegas Torres, J., Derecho 
Procesal Civil. Ejecución forzosa. Procesos especiales, Madrid, Centro de Es-
tudios Ramón Areces, 2005, p. 34.
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la primera, surge “antes” del proceso, la segunda, en cambio, se 
dispone a partir de una sentencia de condena otorgando un “de-
recho al proceso de ejecución” entendido como un “derecho a 
que la ejecución comience”.10 

Adicionalmente, el derecho a que la sentencia se ejecute po-
see un carácter “objetivo” que refiere al cumplimiento del fallo 
“sin alteración” y el contenido “material” que se asienta en las 
“facultades o pretensiones” que las personas pueden hacer valer 
en situaciones concretas.11 En cualquier caso, sea un sujeto par-
ticular o sea un órgano público el que incumple una sentencia de 
condena, el beneficiado por la misma dispone de un “auténtico 
derecho subjetivo” que exige, por tanto, respeto de los órganos 
del Estado a quienes se reclama que ejerciten la potestad jurisdic-
cional en su vertiente ejecutiva.12 

Con base en todo expuesto, concebimos el derecho conven-
cional a la tutela ejecutiva como un “derecho subjetivo autónomo 
para materializar, en un plazo razonable, las medidas reparatorias 
y obligaciones de otro tipo declaradas en una sentencia condena-
toria firme dictada por la Corte IDH”. 

III. Principios, valores y cánones interpretativos 
 que sustentan su configuración

Como adelantamos, la vertebra que da sustento al derecho a la 
tutela ejecutiva es el artículo 25 de la CADH en interrelación con 
los artsículos 1, 2, y 8. Pero, además, diversos principios estructu-
rales, valores jurídicos fundamentales y cánones interpretativos 
del ordenamiento internacional son parte del núcleo indiscutido 
de este derecho convencional. 

10	 Idem.
11	 Díez-Picazo, L. M., Sistema de derechos fundamentales, España, Aranzadi, 

2008, p. 63.
12	 Cubillo López, I. J., “El derecho a la tutela judicial efectiva y el derecho a la 

ejecución en la jurisprudencia constitucional”, Estudios De Deusto, vol. 66, 
núm. 2, 2018, pp. 12.
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3.1. El principio de efectividad

En el ámbito del SIDH, el artículo 2 de la CADH dispone que “los 
Estados Partes se comprometen a adoptar, con arreglo a sus pro-
cedimientos constitucionales y a las disposiciones de esta Con-
vención, las medidas legislativas o de otro carácter que fueren 
necesarias para hacer efectivos tales derechos y libertades”.13 

El más radical de los aspectos del principio de efectividad su-
pone la “transformación del hecho en derecho dentro del orden 
jurídico internacional” en tanto el reconocimiento sin efectivi-
dad expresa una esperanza o una ilusión.14 Como bien señalaba 
el ex juez Antonio Cançado Trindade “no es razonable concebir 
derechos sin la capacidad procesal de vindicarlos”.15

La Corte IDH ha dado una importancia significativa al artí-
culo 2 de la CADH al derivar obligaciones específicas como la 
“expedición de normas y desarrollo de prácticas” conducentes a 

13	 La referida disposición causó, en el momento en que se discutía su incor-
poración, una “aguda” controversia ya que podía “inducir a los aplicado-
res de la Convención a interpretarla en el sentido de que los Estados no 
estarían obligados a respetar y garantizar los derechos humanos que allí 
se consagran, a menos de que dictaran leyes especiales al efecto” (OEA, 
1969, p. 38; Medina Quiroga, C., La Convención Americana: vida, integri-
dad personas, libertad persona, debido proceso y recurso judicial, Santiago de 
Chile: Centro de Derechos Humanos de la Facultad de Derecho de la Uni-
versidad de Chile, 2005, pp. 21 y 22). En oposición, el gobierno de Chile 
argumentó la necesaria incorporación del art. 2 (posición que fue apoyada 
por varios representantes) ya que, si bien las disposiciones de los tratados 
se integran con la ratificación, “no es menos cierto que en varios casos 
habrá que adoptar medidas de orden interno para hacer efectivos los de-
rechos” (OEA, 1969, p. 38). Naturalmente, el fin era crear una obligación 
clara para que los Estados parte dictaran “nuevas normas legales cuando 
ello fuera necesario debido a la falta de especificidad de las disposiciones 
de la Convención” (Medina Quiroga, C., Las Obligaciones de los Estados bajo 
la Convención Americana sobre Derechos Humanos, 2005, https://archivos.
juridicas.unam.mx/www/bjv/libros/10/4572/7.pdf 

14	 Miaja de la Muela, A., El principio de efectividad en Derecho Internacional, 
Universidad de Valladolid, 1958, pp. 38-48.

15	 Cançado Trindade, A. A., Bases para un proyecto de protocolo a la Conven-
ción Americana sobre Derechos Humanos para fortalecer su mecanismo de 
protección, 2001, p. 360, https://www.corteidh.or.cr/tablas/a11694.pdf
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la observancia efectiva de los derechos y libertades consagrados  
en la Convención, así como la “supresión” de aquellas que entra-
ñen una violación a las garantías allí previstas.16

Además, el Tribunal añadió que dicha cláusula constituye un 
“mecanismo de garantía del cumplimiento” para asegurar la “eje-
cución de las obligaciones internacionales asumidas”.17 Por tanto, 
su efecto en el ámbito interno es “directo” e “inmediato”.18 

En consecuencia, el Estado “está obligado a desarrollar en su 
legislación aquellos derechos que en su formulación internacio-
nal carecen de la precisión necesaria para que puedan ser aplica-
dos por los órganos del Estado”.19 En efecto, Ferrer Mac-Gregor y 
Pelayo apuntan que el artículo 2 es uno de los deberes convencio-
nales de “mayor importancia” y puede, “por sí mismo”, generar 
responsabilidad internacional a los Estados Parte de la Conven-
ción.20 

Con base en todo lo expuesto, podemos concluir que el prin-
cipio de efectividad otorga plena operatividad al derecho con-
vencional a la tutela ejecutiva como una “obligación positiva” en 
cabeza de los Estados,21 con efecto “directo” e “inmediato” en el 
ámbito interno.22

16	 Corte IDH. Caso Baena Ricardo y otros vs. Panamá. Competencia. Sentencia 
de 28 de noviembre de 2003. Serie C, núm. 104, párrs. 62 a 65.

17	 Idem.
18	 Ando, N., “National implementation and interpretation”, en D. Shelton 

(ed.), The Oxford Handbook of International Human Rights Law, Oxford 
University Press, 2013, p. 705.

19	 Medina Quiroga, C., La Convención Americana: …, cit., p. 25.
20	 Ferrer Mac Gregor, E. y Pelayo Möller, C.M., “Comentario artículo de la 

CADH”, en C. Steiner y M.C. Fuchs, Convención Americana sobre Derechos 
Humanos. Comentario, 2a. ed., Konrad Adenauer Stiftung, 2019, p. 76.

21	 Comisión de Derechos Humanos, Observación general núm. 31, Natura-
leza de la obligación jurídica general impuesta a los Estados Partes en el 
Pacto, 2004, párr. 8; Fishel de Andrada, 1996, pp. 467 y 468.

22	 Comisión de Derechos Humanos, Observación general núm. 31…, cit., 
párr. 14; Ando, N., op. cit., p. 705; Šadl, U., “The role of effet utile in preser-
ving the continuity and authority of European Union law: evidence from 
the citation web of the pre-accesion case law of The Court of Justice of the 
EU”, European Journal of Legal Studies, vol. 8, 2015, pp. 21-23.
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3.2. El control de convencionalidad

El control de convencionalidad ha sido definido por la propia 
Corte IDH como una institución que se utiliza para verificar la 
“compatibilidad de las normas y demás prácticas internas con  
la CADH, la jurisprudencia de la Corte IDH y los demás tratados 
interamericanos de los cuales el Estado sea parte”.23 

En cuanto a su contenido, el control de convencionalidad se 
perfila como un requisito “normativo” al exigir que la Conven-
ción opere de manera paralela, concurrente, integral y especial-
mente en un grado jerárquico superior al sistema jurídico nacio-
nal24 pero, también, está conformado por la “exégesis” que de las 
cláusulas convencionales realiza la Corte IDH.25 

Ahora bien, como requisito normativo e interpretativo cabe 
diferenciar las diversas funciones en la fase “pre-contenciosa” y 
en la instancia “contenciosa”. En la etapa pre-contenciosa, el con-
trol de convencionalidad se enfoca en la dimensión “preventiva” 
en la emisión de normas y prácticas contrarias a la CADH y la 
exégesis que de la misma haga la Corte. A su vez, comprende un 
aspecto “correctivo” que implica la derogación o inaplicación ex 
officio de aquellas que se consideren contrarias y no sean suscep-
tibles de armonización. 

Por el contrario, cuando existe una sentencia condenatoria 
firme dictada por la Corte IDH, despliega su función “remedial” 
al ser parte integral de las reparaciones y “ejecutiva” al obligar a 
todos los órganos estatales a dar cumplimiento en su “integridad” 
y de “buena fe” a la sentencia interamericana.26 

23	 Corte IDH. Cuadernillos de Jurisprudencia de la Corte IDH. Control de 
Convencionalidad, 2021, p. 5.

24	 Dulitzky, A., “El Impacto del control de convencionalidad. ¿un cambio de 
paradigma en el Sistema Interamericano de Derechos Humanos?”, en J. C. 
Rivera, J. S. Elias, L. S. Grosman y S. Legarre (dirs.), Tratado de los derechos 
constitucionales, Argentina, Abeledo Perrot, 2014, pp. 538 y 545.

25	 Sagües, N. P., “Obligaciones Internacionales y Control de Convencionali-
dad”, Estudios Constitucionales, vol. 1, 2010, p. 125.

26	 Corte IDH. Caso Gelman vs. Uruguay. Supervisión de Cumplimiento de 
Sentencia. Resolución de 20 de marzo de 2013, consid. 68 y 73.
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En esa instancia, si bien dicho control obliga a “todas” las au-
toridades estatales27 el juzgador posee un “papel de extraordina-
ria importancia”.28 Un claro ejemplo, se puede observar en el In-
forme Anual de la Corte IDH del 2021 que destacó positivamente 
las decisiones de los Tribunales de Barbados, México y Perú, que 
permitieron avanzar en el cumplimiento de las sentencias inte-
ramericanas.

Por otro lado, habrá que diferenciar si el Estado ha sido par-
te o no en la contienda. Cuando se está en presencia de “cosa 
juzgada internacional”, el control de convencionalidad es una 
herramienta para que las decisiones de la Corte no se vean mer-
madas por la aplicación de normas contrarias a su objeto y fin o 
por decisiones judiciales o administrativas que hagan ilusorio el 
cumplimiento total o parcial de la sentencia. 

Siguiendo al Juez Ferrer Mac-Gregor, la sentencia interame-
ricana también puede extender sus efectos a los “otros” Estados 
que no fueron parte en el proceso a través de la “cosa interpretada 
internacional”.29 Ello explicaría porque el artículo 69 de la CADH 
dispone que “el fallo de la Corte será notificado a las partes en el 
caso y transmitido a los Estados parte en la Convención”.

Al respecto, Sofía Sagües apunta que la res interpretata es “re-
lativa en la medida en que se produce siempre y cuando no exis-
ta una interpretación que otorgue mayor efectividad a la norma 

27	 Corte IDH. Caso Cabrera García y Montiel Flores vs. México. Excepción Pre-
liminar, Fondo, Reparaciones. Sentencia de 31 de agosto de 2010.

28	 García Ramírez, S., “La ‘navegación americana’ de los derechos humanos: 
hacia un Ius Commune”, en A. Von Bogdandy, M. Morales Antoniazzi, y E. 
Ferrer Mac-Gregor (coords.), Ius Constitucionale Commune en América La-
tina. Textos Básicos para su Comprensión, Alemania y México, Max Planck 
Institute-IECEQ, 2017, p. 91; Dulitzky, A., op. cit., p. 542-544. Ahora bien, 
ello no implica desconocer que asumir esta función no es una tarea fácil 
en nuestra región. En ese sentido, algunos autores remarcan la imperiosa 
necesidad de que la Corte IDH afiance su vínculo con otras ramas del go-
bierno (Contesse, 2019, p. 234) para enfrentar una coyuntura adversa y 
salvaguardar objetivos relacionados con la protección efectiva de los dere-
chos convencionales e impulsar una mejor implementación de las decisio-
nes interamericanas (Parra Vera, 2017, p. 517). 

29	 Corte IDH. Caso Gelman vs. Uruguay. Supervisión de Cumplimiento…, cit., 
Voto razonado Juez Ferrer Mac-Gregor, párr. 33 y 91.
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convencional en el ámbito nacional”.30 Además, deben conside-
rarse las reservas, declaraciones interpretativas y denuncias en 
cada caso, si bien en esos supuestos la Corte IDH puede, even-
tualmente, pronunciarse sobre su validez y adecuada interpreta-
ción.

En definitiva, el control de convencionalidad obliga a todos 
los órganos estatales, en especial, al jurisdiccional, a formular su 
accionar en “clave convencional“ a través de modelos de decisio-
nes que “expandan su tradicional marco en miras a una efectiva 
y real recomposición del derecho convencional conculcado” que 
exige un replanteamiento de los tradicionales conflictos en mate-
ria ejecutiva a la luz de la tutela de los derechos humanos.31 

3.3. El principio de igualdad material

La igualdad material o “sustantiva” demanda del Estado un rol 
activo para la protección especial de ciertos grupos que padecen 
“procesos históricos o estructurales de discriminación”.32 Como 
bien señala Sousa Santos, una teoría de la igualdad material cons-
tituye uno de los principios fundamentales del derecho “emanci-
patorio” de los derechos humanos.33 

Así lo ha entendido la propia Corte IDH en el Caso Empleados 
de la Fábrica de Fuegos de Santo Antônio de Jesús (2021) al realizar 
una interpretación en conjunto del principio de igualdad y no 
discriminación con un mandato de “igualdad material, que abona 
en gran medida a redimensionar los alcances que tiene la discri-
minación estructural” (párr. 121). 

30	 Sagües, S., “Diálogo jurisprudencial y control de convencionalidad a la luz 
de la experiencia en el caso argentino”, 2017, p. 9, http://www.derechos-
humanos.unlp.edu.ar/assets/files/documentos/control-de-convencionali-
dad-a-la-luz-de-la-experiencia-en-argentina.pdf

31	 Ibidem, p. 21.
32	 Abramovich, V., “De las violaciones masivas a los patrones estructurales: 

nuevos enfoques y clásicas tensiones en el Sistema Interamericano de De-
rechos Humanos”, SUR, vol. 6, núm. 11, 2009, p. 18.

33	 Sousa Santos, B. de, Derecho y emancipación, Ecuador, Corte Constitucional 
para el Período de Transición, 2012, p. 16.
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Al respecto, el Comité de los Derechos de las Personas con 
Discapacidad al delimita la discriminación estructural a través 
de “patrones ocultos o encubiertos de comportamiento institu-
cional discriminatorio, tradiciones culturales discriminatorias y 
normas y/o reglas sociales discriminatoria”.34 

Esa desigualdad no es natural, sino que surge como producto 
de una “estructuración social dada” y, por tanto, responde a una 
“práctica sistemática de discriminación cuyos efectos no pueden 
ser revertidos en forma individual”.35 

En el contexto interamericano, combina problemas de “re-
distribución” y “reconocimiento” que apuntan a los déficits que, 
en términos de “acceso a recursos materiales”, fracturan a la so-
ciedad en propietarios, asalariados y desposeídos, y en el “acceso 
a los recursos simbólicos” divide a la sociedad en subjetividades 
dominantes y dominadas.36

La “desigualdad estructural” implica tres cambios fundamen-
tales: (a) la igualdad deja de ser concebida como un valor obje-
tivo, por tanto, (b) debe ser construida en cada caso concreto y 
(c) cuando opera como criterio reparador debe adecuarse a la 
segmentación social que el paradigma predominante ha produ-
cido.37 

El desembarco de los Derechos Económicos, Sociales, Cultu-
rales y Ambientales (DESCA) en la jurisdicción interamericana 
partir del año 2017 se orientó a erradicar factores de discrimi-
nación relacionados con los déficits de “redistribución” (factor 
pobreza como condición determinante) o de “reconocimiento” 

34	 Ferrer Mac-Gregor, E., “Acerca de la ‘discriminación estructural histórica’ 
en razón de la posición económica (pobreza) de los trabajadores sometidos 
a trabajo esclavo”, en A. Von Bogdandy, M. Morales Antoniazzi, y E. Ferrer 
Mac-Gregor (coords.), op. cit., p. 304.

35	 Clérico, L. y Aldao, M., “Sobre la igualdad como pilar del derecho constitu-
cional latinoamericano”, en A. Von Bogdandy, M. Morales Antoniazzi, y E. 
Ferrer Mac-Gregor (coords.), op. cit., p. 228 y 229.

36	 Clérico, L. y Aldao, M., “Nuevas miradas de la igual en la jurisprudencia de la 
Corte Interamericana de Derechos Humanos: la igualdad como redistribución 
y como reconocimiento”, Lecciones y ensayos, vol. 89, 2011, pp. 143 y 152.

37	 Ibidem, p. 153.
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(pertenencia a ciertos colectivos históricamente discriminados 
como pueblos indígenas, mujeres, niños, niñas y adolescentes, 
personas LGTBI, privadas de libertad, con discapacidad, mayo-
res, con VIH, migrantes, refugiados, desplazados). 

La dimensión estructural también reforzó las obligaciones 
convencionales de los Estados al expandir los efectos de la sen-
tencia “sobre quienes no están presentes en el proceso, pero que 
se hallan ineludiblemente conectados por la definición judicial 
del conflicto”,38 al ordenar medidas reparatorias de tipo estruc-
tural. Esos fueron los criterios utilizados por la Corte IDH en 
los precedentes Cuscul Pivaral (2018), Poblete Vilches (2018), 
Asociación Nacional Cesantes (2019), Empleados de la Fábrica de 
Fuegos de Santo Antônio de Jesús (2021), Llhaka Honhat (2020), 
Buzos Miskitos (2021) y Manuela (2021). 

Sin duda, el principio de igualdad material tiene un impac-
to directo en el derecho convencional a la tutela ejecutiva al ex-
pandir los efectos de la sentencia y las modalidades reparatorias 
repercutiendo directamente en las personas beneficiarias y, por 
tanto, titulares del derecho bajo análisis.

IV. Presupuestos de la  
responsabilidad internacional

Fisher distingue entre las obligaciones convencionales de “pri-
mer” y “segundo” grado atendiendo si la fuente inmediata es el 
Tratado internacional o una resolución vinculante dictada por un 
órgano internacional competente.39 

El derecho convencional a la tutela ejecutiva genera, por tan-
to, una obligación jurídica de segundo grado que consiste en el aca-
tamiento del fallo “definitivo e inapelable” dictado por la Corte 
IDH (art. 67 CADH) por parte de aquellos Estados que hayan 
reconocido su competencia (art. 62.1 CADH) en un plazo razo-

38	 Puga, M., Litigio estructural, Tesis doctoral, Universidad de Buenos Aires, 
2013, pp. 26, 27 y 29, www.researchgate.net/publication/251231477

39	 Fisher, R., Improving Compliance with International Law, Charlottesville, 
University of Virginia Press, 1981, p. 25.
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nable (art. 8 CADH). Su incumplimiento, conlleva la responsa-
bilidad internacional del Estado infractor, desplegando todas las 
consecuencias jurídicas derivadas de la conducta ilegitima. 

El Proyecto de Artículos sobre Responsabilidad del Estado por 
Hechos Internacionalmente Ilícitos (2001) en su artículo 2 es-
tablece que existe un hecho ilícito cuando “un comportamien-
to consistente en una acción u omisión es atribuible al Estado” 
y “constituye una violación de una obligación internacional”. 

Los elementos de la infracción, según el Informe de la Sub-
comisión de Responsabilidad de los Estados (1967), tienen un 
componente “objetivo”, la acción u omisión contraria a una obli-
gación jurídica internacional, y uno “subjetivo”, que refiere a la 
imputación de la conducta. 

En el ámbito de los derechos humanos, el carácter “esencial-
mente objetivo”40 de las obligaciones desvincula el hecho ilícito 
de la culpa o el dolo como elemento necesario para su nacimien-
to ya que el daño no opera como un condicionante de la respon-
sabilidad sino como un efecto de la violación propio del campo 
de las reparaciones. 

Con base en lo expuesto, y como ya adelantamos, el hecho 
ilícito ante el incumplimiento de la obligación de segundo grado 
se configura por la omisión atribuible a aquellos Estados que han 
aceptado la jurisdicción de la Corte IDH, de acatar la sentencia 
condenatoria firme en un plazo razonable. 

La conducta ilegítima estatal produce una violación “adicio-
nal” de los artículos 1, 2, 8 y 25 de la CADH que origina una 
relación jurídica nueva entre el Estado condenado y las personas 
beneficiarias alcanzadas en la sentencia interamericana. 

A su vez, cualquier hecho ilícito produce consecuencias jurí-
dicas, siendo la primordial la “obligación de reparar íntegramen-
te” todo el perjuicio que se haya causado.41 El principio esencial 
es que la reparación debe borrar todas sus consecuencias y resta-

40	 Cançado Trindade, A. A., op. cit., pp. 24 y 383, nota 7.
41	 Proyecto de artículos sobre responsabilidad del Estado por hechos interna-

cionalmente ilícitos, 2001, art. 31.1.
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blecer el estado de cosas que hubiera existido si dicho acto no se 
hubiera cometido.42 

Cabe tener presente que la responsabilidad estatal y la con-
secuente obligación de reparar nacen en el momento en que se 
comete el ilícito internacional, con independencia de si la “parte 
lesionada” (art. 63.1CADH) ejerce o no su derecho de petición 
internacional ante la CIDH.

Con la finalidad de ilustrar lo dicho, la Tabla a continuación 
detalla los componentes y las diversas fuentes de la responsabi-
lidad internacional. 

Primer grado Segundo grado

Hecho ilícito

Acción u omisión 
atribuible al Estado que 
constituya una viola-
ción de los arts. 1 a 26 
de la CADH.

Omisión atribuible 
al Estado de acatar la 
sentencia condenatoria 
firme dictada por la 
Corte IDH en un plazo 
razonable.

Factor objetivo 
atribución

Infracción obligación 
primaria.

Infracción obligación 
secundaria.

Factor subjetivo
atribución

Estados que han ratifi-
cado la Convención.
(Preámbulo CADH)

Estados que han acepta-
do la jurisdicción de la 
Corte.
(art. 62.3 CADH)

Titulares
Parte lesionada.
(arts. 44, 46.b y 63.1 
CADH)

Personas beneficiarias.

Consecuencias 
jurídicas

Obligación integral de 
reparar. (art. 63 CADH)

Obligación integral de 
reparar.
(art. 63 CADH)

Con base en lo expuesto, los presupuestos para que se confi-
gure la responsabilidad internacional son: i) la sentencia conde-
natoria firme, ii) el vencimiento del plazo y iii) la conducta omi-
siva estatal.

42	 Corte Permanente Internacional de Justicia, Caso Factory at Chorzów, Sen-
tencia de 13 de septiembre de 1928, p. 47.
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Sentencia condenatoria firme. Según lo dispone el artículo 67 
de la CADH “el fallo de la Corte será definitivo e inapelable”, 
por tanto, su efectivo cumplimiento “es una obligación que no 
está sujeta a condiciones”.43 En efecto, el artículo 68.4 del Regla-
mento del Tribunal establece que la solicitud de interpretación 
que pudieran interponer las partes “en ningún caso suspenderá 
la ejecución de la sentencia”. 

En definitiva, el solo dictado de la sentencia y su consiguiente 
notificación, conforme lo prevé el artículo 69 de la Convención, 
son presupuestos válidos para que comiencen a correr los plazos 
para su cumplimiento. 

Vencimiento del plazo. El vencimiento del plazo previsto en la 
sentencia deviene crucial en la medida en que propicia el tránsi-
to de la situación jurídica de la obligación a la responsabilidad.44 
Los plazos en el procedimiento ante la Corte deben computarse a 
partir del “día hábil siguiente a la notificación de la sentencia”.45 

Consecuentemente, una vez que han transcurrido los plazos 
previstos para cada tipo remedial sin que se verifique su cumpli-
miento, nace el derecho de las personas beneficiarias de poner 
en marcha el aparato estatal o internacional a fin de materializar 
los derechos, obligaciones y medidas reparatorias previstas en la 
sentencia interamericana.

Conducta omisiva estatal. A diferencia de lo que ocurre con 
las obligaciones de primer grado, en los casos de omisión estatal 
para determinar el hecho ilícito y corroborar si el “factor dili-
gencia” está presente,46 el cómputo del plazo se convierte en un 
elemento de trascendental importancia.

Es por ello, que cumplido el plazo y atribuibles las circuns-
tancias imputables a una conducta omisiva estatal, se despliegan 
todas las consecuencias jurídicas de la tutela ejecutiva que con-

43	 Corte IDH. Caso Fontevecchia y D´Amico vs. Argentina. Supervisión de 
Cumplimiento, 2017, párr. 13.

44	 Carnelutti, F., Estudios de derecho procesal, Buenos Aires, Ediciones Jurídi-
cas Europa-América, 1952, pp. 479-483.

45	 Corte IDH, Acuerdo 1/14, art. 1 y 3.
46	 Chicharro Lázaro, 2020, p. 46.
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siste en la obligación “integral” de reparar los daños adicionales 
ocasionados por la conducta ilegitima del Estado. 

V. La obligación integral de  
reparar: el caso de Ecuador

El artículo 93 de la Constitución de Ecuador consagra como un 
“derecho ciudadano”,47 la “acción por incumplimiento” mediante 
un procedimiento “sencillo, rápido y eficaz” ante la Corte Consti-
tucional para garantizar el acatamiento de “sentencias e informes 
de organismos internacionales de derechos humanos cuando la 
norma o decisión cuyo cumplimiento se persigue contenga una 
obligación de hacer o no hacer clara, expresa y exigible”. 

La Corte Constitucional de Ecuador ha señalado que este me-
canismo constituye per se una “auténtica garantía jurisdiccional” 
en tanto, la jurisdicción constitucional “de oficio o a petición de 
parte, considerando que de por medio se encuentra la materiali-
zación de la reparación integral, y sin necesidad de que compa-
rezca exclusivamente el afectado, está en la obligación de velar 
por el cumplimiento de las sentencias”.48 

En virtud de que el incumplimiento de la obligación de se-
gundo grado “constituye un quebrantamiento del ordenamien-
to jurídico internacional”,49 el artículo 21 de la Ley Orgánica de 
Garantías Jurisdiccionales y Control Constitucional (LOGJCC) dis-
pone que la jueza o juez dispondrán de “todos los medios que 
sean adecuados y pertinentes para que se ejecute la sentencia o 

47	 Albuja Varela, F., Ejecución de sentencias internacionales. Mecanismos jurí-
dicos para su efectividad, Quito, Universidad Andina Simón Bolívar, 2015, 
p. 83.

48	 Corte Constitucional de Ecuador, Sentencia 001-10-PJO-CC, de 22 de di-
ciembre de 2010, párr. 47 y 49.

49	 Salazar Marín, D., “La acción por incumplimiento como mecanismo de exi-
gibilidad de sentencias e informes de organismos internacionales de de-
rechos humanos respecto de Ecuador”, Iuris Dictio, vol. 15, 2013, p. 101 
y Moreno López, M. C., La acción constitucional por incumplimiento de las 
decisiones e informes de organismos internacionales de derechos humanos. 
Ecuador 2008-2019, Quito, Universidad Andina Simón Bolivar, 2020, p. 36. 
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el acuerdo reparatorio, incluso podrá disponer la intervención de 
la Policía Nacional”. 

En materia de reparación, el artículo 86 de la Carta Magna 
prevé, con amplio alcance, que en caso de constatarse la vulne-
ración se deberá “ordenar la reparación integral, material e in-
material, y especificar e individualizar las obligaciones, positi-
vas y negativas, a cargo del destinatario de la decisión judicial, y  
las circunstancias en que deban cumplirse”. 

En esa línea, el artículo 18 de la LOGJCC dispone que la repa-
ración podrá incluir “la restitución del derecho, la compensación 
económica o patrimonial, la rehabilitación, la satisfacción, las ga-
rantías de que el hecho no se repita, la obligación de remitir a la 
autoridad competente para investigar y sancionar, las medidas de 
reconocimiento, las disculpas públicas, la prestación de servicios 
públicos, la atención de salud”.

Para asegurar la reparación integral la Constitución prevé que 
“si la sentencia o resolución no se cumple por parte de servidoras 
o servidores públicos, la jueza o juez ordenará su destitución del 
cargo o empleo, sin perjuicio de la responsabilidad civil o penal 
a que haya lugar”. 

A efectos de la declaración de la responsabilidad estatal, el 
artículo 20 de la LOGJCC establece que el juzgado deberá remitir 
el expediente a la “máxima autoridad de la entidad responsable” 
para que inicie las acciones administrativas correspondientes, y 
a la Fiscalía General del Estado en caso de que de la violación de 
los derechos declarada judicialmente se desprenda la existencia 
de una “conducta tipificada como delito”. 

Del análisis normativo se desprende que la acción por incum-
plimiento “considera a la omisión como una conducta ilegítima 
del Estado”.50 estableciendo consecuencias jurídicas concretas 
como la responsabilidad civil y penal de las(os) funcionarias(os) 
encargadas(os) de su ejecución y el derecho a la reparación inte-
gral que, creemos es la más relevante. 

En esa línea, la Corte IDH ha entendido que es una “obligación” 
a cargo de los Estados “realizar las investigaciones correspondien-

50	 Albuja Varela, F., op. cit., p. 75.
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tes y aplicar las sanciones pertinentes a los responsables del des-
acato de las sentencias judiciales emitidas por los tribunales”.51 

Es interesante resaltar que un estudio empírico realizado por 
Staton y Romero,52 que analiza el impacto de la claridad de las 
órdenes remediales dictadas por la Corte IDH, concluye que la 
estrategia de “naming names”,53 influye “positivamente” en las re-
acciones de los Gobiernos estatales como mecanismo de presión 
para el cumplimiento.54 

Un ejemplo de la eficaz intervención jurisdiccional es la Sen-
tencia 60-19-AN/23 de la Corte Constitucional de Ecuador, de 
20 de diciembre de 2023. Ante la “prolongada demora y palmaria 
inactividad del Estado” en cumplir con el fallo interamericano 
en el caso Comunidad Indígenas Kichwa de Sarayaku ordenó que 
el Ministerio de la Mujer y Derechos Humanos lleve a cabo una 
“exhaustiva investigación” sobre las causas de la injustificada y 
excesiva demora para “individualizar a las personas responsables 
del incumplimiento e impulsar las acciones pertinentes” (punto 
resolutivo 6). 

Además, ordenó que el órgano estatal emita unas “disculpas 
públicas en favor de los accionantes” como medida de satisfac-
ción (punto resolutivo 7).

En el marco de la referida acción, los representantes de las 
víctimas aludieron al papel fundamental de la jurisdicción cons-
titucional en el cumplimiento de las sentencias interamericanas 
al tener la oportunidad excepcional de fortalecer la arquitectura 
de tutela de los derechos humanos evidenciando el importante 
rol de la jurisdicción constitucional en procurar que diversas 
agencias estatales internas cumplan con lo ordenado. 

51	 Corte IDH. Caso Cinco Pensionistas vs. Perú…, cit., punto resolutivo sexto.
52	 Staton, J. K. y Romero, A., Clarity and Compliance in the Inter-American 

Human Rights System, 2011, https://biblioteca.cejamericas.org/bitstream/
handle/2015/448/Clarity-and-Compliance-in-the-Inter-American-Hu-
man-Rights-System.pdf

53	 Huneeus, A., “Courts resisting courts: lessons from the Inter-American 
court´s struggle to enforce human rights”, Cornell International Law Jour-
nal, vol. 44, núm. 3, 2011, p. 522.

54	 Staton, J. K. y Romero, A., op. cit., p. 19.
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VI. Corolario

La Corte IDH ha adoptado una postura estratégica al elevar el 
rango de protección convencional de la ejecución de los fallos 
interamericanos como un derecho sustantivo. Sin embargo, no 
ha perfilado con claridad su contenido ni los presupuestos nor-
mativos que dan cauce a la responsabilidad internacional y, por 
consiguiente, las consecuencias jurídicas de la omisión estatal.

Con esa finalidad, el derecho convencional a la tutela ejecu-
tiva materializa la dimensión sustantiva perfilando la obligación 
jurídica internacional de segundo grado. Este derecho no solo re-
fuerza la obligación en cabeza de los Estados, sino que empodera 
a las personas beneficiarias del fallo interamericano a través de la 
reparación integral de los daños adicionales causados por la con-
ducta ilegítima estatal. 

La etapa de cumplimiento de las sentencias de la Corte IDH 
se ha convertido en los últimos años en una de las actividades 
más “demandantes”55 y desafiantes que nos impulsa a reflexionar 
en nuevas propuestas para mejorar la efectividad de los derechos 
convencionales en la jurisdicción interamericana a cuarenta y 
cuatro años de su conformación.
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